OBJECIONES PRESIDENCIALES AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 211 DE 2011 SENADO, 119 DE 2011 CÁMARA 
mediante la cual se reglamenta la seguridad en el transporte escolar en el territorio nacional. 
Bogotá, D. C., viernes 6 de julio de 2012 
Honorable Representante 

SIMÓN GAVIRIA MUÑOZ 

Presidente 

Cámara de Representantes 

Congreso de la República 

Ciudad 
Respetado señor Presidente: 
Sin la correspondiente sanción ejecutiva, se devuelve por razones de inconstitucionalidad el 
Proyecto de ley número 211 de 2011 Senado, 119 de 2011 Cámara, mediante la cual se reglamenta la seguridad en el transporte escolar en el territorio nacional. 
OBJECIONES POR INCONSTITUCIONALIDAD 
Revisado el articulado del Proyecto de ley número 211 de 2011 Senado, 119 de 2011 Cámara, el Gobierno Nacional objeta el artículo 2° por las siguientes razones de incons​titucionalidad: 
La disposición objetada dice así: 

“El servicio de transporte escolar se prestará únicamente en vehículos de servicio público que cumplan los requisitos y las características que reglamente el Ministerio de Transporte…”. 
A juicio del Gobierno Nacional tal disposición vulnera las siguientes normas consti​tucionales: 

a) El artículo 44 conforme el cual: 
“Son derechos fundamentales de los niños: La vida, la integridad física, la salud y la seguridad social, la alimentación equilibrada, su nombre y nacionalidad, tener una familia y no ser separados de ella, el cuidado y amor, la educación y la cultura, la recreación y la libre expresión de su opinión. Serán protegidos contra toda forma de abandono, violencia física o moral, secuestro, venta, abuso sexual, explotación laboral o económica y trabajos riesgosos. Gozarán también de los demás derechos consagrados en la constitución, en las leyes y en los tratados internacionales ratificados por Colombia. 
La familia, la sociedad y el Estado tienen la obligación de asistir y proteger al niño para garantizar su desarrollo armónico e integral y el ejercicio pleno de sus derechos. Cualquier persona puede exigir de la autoridad competente su cumplimiento y la sanción de los infractores. 
Los derechos de los niños prevalecen sobre los derechos de los demás”. 
b) El artículo 67 de la Constitución, relativo al derecho de la educación, cuyo tenor indica: 
“La educación es un derecho de la persona y un servicio público que tiene una función social; con ella se busca el acceso al conocimiento, a la ciencia, a la técnica, y a los demás bienes y valores de la cultura. 
La educación formará al colombiano en el respeto a los derechos humanos, a la paz y a la democracia; y en la práctica del trabajo y la recreación, para el mejoramiento cultural, científico, tecnológico y para la protección del ambiente. 
El Estado, la sociedad y la familia son responsables de la educación, que será obliga​toria entre los cinco y los quince años de edad y que comprenderá como mínimo, un año de preescolar y nueve de educación básica”.
c) El artículo 333 de la Constitución conforme al cual: 
“La actividad económica y la iniciativa privada son libres, dentro de los límites del bien común. Para su ejercicio, nadie podrá exigir permisos previos ni requisitos, sin au​torización de la ley. 
La libre competencia económica es un derecho de todos que supone responsabilidades. 
La empresa, como base del desarrollo, tiene una función social que implica obligaciones. El Estado fortalecerá las organizaciones solidarias y estimulará el desarrollo empresarial. 
El Estado, por mandato de la ley, impedirá que se obstruya o se restrinja la libertad económica y evitará o controlará cualquier abuso que personas o empresas hagan de su posición dominante en el mercado nacional. 
La ley delimitará el alcance de la libertad económica cuando así lo exijan el interés social, el ambiente y el patrimonio cultural de la Nación”. 
d) El artículo 25 constitucional relativo al derecho fundamental al trabajo que reza: 
“El trabajo es un derecho y una obligación social y goza, en todas sus modalidades, de la especial protección del Estado. Toda persona tiene derecho a un trabajo en condiciones dignas y justas”. 
Las razones por la cuales el artículo 2° objetado vulnera las anteriores normas superiores son las siguientes:
No es posible que el Legislador consagre que el transporte escolar sea prestado ex​clusivamente por vehículos de servicio público, pues en las zonas rurales no depende exclusivamente de este medio. 

En primer lugar, es posible encontrar municipios en donde no existen empresas de transporte terrestre, legalmente constituidas, que puedan cumplir con el requisito que exige el artículo, objeto de análisis. 
En segundo lugar, hay instituciones educativas ubicadas en zonas rurales de difícil ac​ceso, las cuales deben ser catalogadas como tales por el gobernador o alcalde de la entidad territorial certificada en educación, cuando cumplan con alguno de los siguientes requisitos: 
1. “Que sea necesaria la utilización habitual de dos o más medios de transporte para un desplazamiento hasta el perímetro urbano. 
2. Que no existan vías de comunicación que permitan el tránsito motorizado durante la mayor parte del año lectivo. 
3. Que la prestación del servicio público de transporte terrestre, fluvial o marítimo, tenga una sola frecuencia, ida o vuelta, diaria”
. 
De lo anterior se puede concluir que existen instituciones educativas que se encuentran ubicadas en zonas a las que no es posible acceder mediante un servicio público de transporte terrestre o en su defecto, dicho medio no resulta suficiente, pues los estudiantes requieren contar con otras alternativas con las cuales puedan llegar a su lugar de destino. 
En ese orden de ideas, limitar el transporte escolar, al que prestan los vehículos de servicio público implicaría vulnerar el derecho fundamental de la educación de aquellos estudiantes que se encuentran matriculados en instituciones ubicadas en zonas a las cuales no sea posible acceder mediante este tipo de transporte, advirtiendo que, de acuerdo con los datos que obran en el Ministerio de Educación Nacional, la matrícula oficial en el año 2011, en zona rural, fue de 2’585.414 estudiantes, de los cuales el 13%, aproximadamente, emplean transportes alternativos al vehicular. Por su parte, los que emplean medios de transporte terrestre, acuden a otros tipos distintos del que propone la disposición analizada. 
Refiriéndose a lo que constituye el núcleo esencial del derecho a la educación, la Corte constitucional ha dicho: 

“el derecho fundamental a la educación consiste, básicamente, en la facultad de gozar de un servicio de educación con cuatro características interrelacionadas cuales son la ase​quibilidad o disponibilidad, la accesibilidad, la aceptabilidad y la adaptabilidad, elementos que se predican de todos los niveles de educación y que el Estado debe respetar (abstenerse de interferir), proteger (evitar interferencias provenientes de terceros) y cumplir (ofrecer prestaciones). El Estado está obligado, entre otras cosas, a (i) abstenerse de impedir a los particulares fundar instituciones educativas, a (ii) crear y/o financiar suficientes instituciones educativas a disposición de todas aquellas personas que demandan su ingreso al sistema educativo y a (iii) invertir en recursos humanos (docentes y personal administrativo) y físicos (infraestructura y materiales educativos, entre otros) para la prestación del servicio, compromisos que no son ajenos al texto de la Constitución, si se recuerda que el artículo 68 reconoce el derecho de los particulares de fundar establecimientos educativos y que el inciso 5° del artículo 67 indica que el Estado debe garantizar el adecuado cubrimiento del servicio educativo”
. (Subrayado fuera de texto). 
Por lo tanto, el núcleo esencial del referido derecho implica que el Estado Colombiano en desarrollo de la prevalencia de los derechos de los niños debe garantizar todos los me​dios que permitan a los niños, niñas y jóvenes poder acceder a la educación. Uno de estos medios, resulta ser entonces el transporte escolar, pues permite superar las dificultades que genera la distancia existente entre el domicilio de los estudiantes y su institución educativa. 
Así las cosas, el derecho a la educación implica que los menores cuenten con un trans​porte escolar que cumpla con criterios de calidad, sin embargo no puede limitarse a que este sea prestado únicamente por vehículos de servicio público pues implicaría imponer una limitación para que los estudiantes puedan acudir diariamente a su institución educativa, restringiendo de esa forma, uno de los elementos que constituye el derecho a la educación como lo es la accesibilidad, lo cual vulnera el derecho a la educación de los niños, niñas y jóvenes de las zonas rurales del país. 
De igual manera la disposición materia de análisis, resulta transgresora de lo consa​grado en el artículo 333 de la Constitución Política que dispone la libertad de la actividad económica y la iniciativa privada dentro de los límites del bien común e impone además para el Estado la carga de estimular el desarrollo empresarial, toda vez que el artículo 2° del proyecto de ley, al permitir la prestación del servicio de transporte escolar solamente con vehículos de servicio público, desconoce la existencia del servicio de transporte privado, el cual se entiende como “aquel que busca satisfacer necesidades de movilización de per​sonas o cosas, dentro del ámbito de las actividades exclusivas de las personas naturales y/o jurídicas” (artículo 5° Ley 336 de 1996), encontrándose dentro de ellas los establecimientos educativos, los cuales pueden contar con su propio parque automotor (servicio particular), para el desarrollo de su objeto social y prestan el servicio de transporte a sus estudiantes. Por lo que se estima que al establecerse este servicio con equipos de servicio público y a través de empresas de transporte legalmente constituidas y debidamente habilitadas se coarta la posibilidad para estas instituciones educativas de desarrollar su objeto social, así como a los demás particulares habilitados para prestar este servicio de transporte escolar, configurándose de esta manera la violación al precepto constitucional antes mencionado. 
De igual manera vulnera el derecho fundamental al trabajo de quienes ejercen su ac​tividad del servicio privado de transporte, definido en el segundo inciso del artículo 5° de la Ley 336 de 1996 que dice: 

“El servicio privado de transporte es aquel que tiende a satisfacer necesidades de movilización de personas o cosas, dentro del ámbito de las actividades exclusivas de las personas naturales y/o jurídicas. En tal caso sus equipos propios deberán cumplir con la normatividad establecida por el Ministerio de Transporte. Cuando no se utilicen equipos propios, la contratación del servicio de transporte deberá realizarse con empre​sas de transporte público legalmente habilitadas en los términos del presente Estatuto”. 
OBJECIONES POR INCONVENIENCIA 
Las Leyes 105 de 1993 y 336 de 1996, al establecer lo atinente a la prestación del ser​vicio público de transporte, contemplan como una modalidad específica la del Transporte Especial, la cual comprende el transporte escolar, de asalariados, y de turismo. 
Ahora bien, en materia de transporte y en desarrollo de las leyes anteriormente señaladas fueron expedidos en el año 2001 los decretos reglamentarios de las diferentes modalidades de servicio público de transporte terrestre automotor, encontrándose dentro de ellos el 174 de 2001 en el cual se reglamenta lo concerniente al transporte especial. 

Es pertinente señalar, que el citado decreto, al definir el transporte especial retoma la definición que de servicio público y privado trae el artículo 5° de la Ley 336 de 1996 quedando así: “es aquel que se presta bajo la responsabilidad de una empresa de transporte legalmente constituida y debidamente habilitada a un grupo específico de personas ya sean estudiantes, asalariados, turistas o particulares, que requieren de un servicio expreso y que para todo evento se hará con base en un contrato escrito celebrado entre la empresa de transporte y ese grupo específico de usuarios”. 
En este sentido, al cotejar la definición contenida en el proyecto de ley con la señalada en la ley prexistente, encontramos que la misma es contraria a los postulados legales arriba descritos, como quiera que esta concibe al transporte escolar como una modalidad nueva y diferente a la del transporte especial. Sin embargo, en el parágrafo del artículo 2° del pro​yecto de ley en mención, establece que los vehículos destinados a la modalidad de servicio en comento “podrán prestar otros tipos de servicio público dentro de las otras modalidades de transporte especial”, generando con ello confusión e imprecisión de orden legal dejando dicha ambigüedad a la reglamentación técnica respectiva. 
En cuanto a los principios rectores del transporte, se tiene que la Ley 105 de 1993, en el literal e) del artículo 2°, hace referencia al principio de seguridad, en donde se establece que la seguridad de las personas constituye una prioridad del sistema y del sector transporte lo cual significa que todo sistema de transporte debe tener como prioridad la seguridad de las personas y de su patrimonio, principio que es retomado ampliamente por la Ley 336 de 1996, constituyendo un pilar esencial en la prestación del servicio público de transporte. 
Postulado fundamental que no encuentra desarrollo en el proyecto sometido a análisis, toda vez que no establece condiciones mínimas bajo las cuales se deberá prestar el servicio, máxime si tenemos en cuenta que el citado proyecto busca dejar sin efectos la legislación preexistente al respecto y nuevamente se deja sujeto al desarrollo reglamentario respectivo. Por lo anterior, se deja un vacío jurídico en cuanto a los requisitos técnicos y legales para la prestación del servicio, circunstancia que conduce a la vulneración del principio de seguridad legalmente consagrado y a los postulados constitucionales que tutelan los derechos de los niños, toda vez que los mismos son considerados como población vulnerable y digna de protección por el Estado.
En cuanto a la vida útil de los vehículos para la prestación del servicio público de transporte, la Ley 105 de 1996 consagra que la misma, para el transporte de pasajeros (encontrándose aquí los escolares o estudiantes) y mixto, que será máximo de 20 años, transcurridos los cuales, el Ministerio de Transporte exigirá su reposición. Así las cosas, el proyecto legislativo desconoce su existencia y deja para que por vía de reglamentación, disposición de menor jerarquía, se modifique este precepto legal. 
JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN 
La Ministra de Educación Nacional, 
María Fernanda Campo Saavedra. 
El Ministro de Transporte, 
Miguel Peñaloza Barrientos. 
Bogotá, D. C., 28 de junio de 2012 
S.G.2-1295/2012 
Doctor 

JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN 

Presidente de la República 

Bogotá, D. C. 
Excelentísimo señor Presidente: 
Por instrucciones del señor Presidente de esta Corporación, doctor Simón Gaviria Muñoz y en cumplimiento a lo ordenado en los artículos 157 numeral 4, 165 y 166 de la Constitución Política y 196 de la Ley 5ª de 1992, comedidamente me permito remitir el Proyecto de ley número 211 de 2011 Cámara, 119 de 2011 Senado, mediante la cual se reglamenta la seguridad en el transporte escolar en el territorio nacional. 
El proyecto de ley en mención fue debatido y aprobado por el Congreso de la República en las siguientes fechas: 
Comisión Sexta Cámara: Junio 8 de 2011. 

Plenaria de la Cámara de Representantes: Agosto 30 de 2011. 

Comisión Sexta de Senado: Mayo 30 de 2012. 

Plenaria del Senado de la República: Junio 14 de 2012 

Comisión Accidental de la Cámara de Representantes: Junio 20 de 2012 

Comisión Accidental del Senado de la República: Junio 20 de 2012. 

Cordialmente, 
Secretario General, 
Jesús Alfonso Rodríguez Camargo.
LEY

mediante la cual se reglamenta la seguridad en el transporte escolar en el territorio nacional. 
El Congreso de Colombia 
DECRETA: 
Artículo 1°. Definición. Servicio de Transporte Escolar es aquel que se presta bajo la responsabilidad de una empresa de transporte público legalmente constituida y debidamente habilitada para esta modalidad y podrá estar dentro del marco del Transporte especial de acuerdo a la reglamentación que para el efecto expida el Ministerio de Transporte, en un plazo no mayor a noventa (90) días posteriores a la entrada en vigencia de la presente ley. 
Artículo 2°. Características. El servicio de transporte escolar se prestará únicamente en vehículos de servicio público que cumplan los requisitos y las características que regla​mente el Ministerio de Transporte en un plazo no mayor a noventa (90) días posteriores a la entrada en vigencia de la presente ley; reglamentación en la cual se incluyan características con estándares de seguridad y comodidad. 
Parágrafo. Los vehículos habilitados para prestar el servicio de transporte escolar podrán prestar otros tipos de servicio público dentro de las otras modalidades de transporte especial en las condiciones que lo reglamente el Ministerio de Transporte en un plazo no mayor a noventa (90) días posteriores a la entrada en vigencia de la presente ley. 

Artículo 3°. Requisitos para la prestación del servicio de transporte escolar. Para la prestación del servicio de transporte escolar, el Ministerio de Transporte en un plazo no ma​yor a noventa (90) días posteriores a la entrada en vigencia de la presente ley, reglamentará todo lo concerniente a los requisitos que deben cumplir permanentemente los vehículos, los conductores, los acompañantes y todo lo que considere que favorece los principios de seguridad, comodidad y movilidad para los usuarios del servicio, así como las obligaciones del contratante. 
Parágrafo. El Ministerio de Transporte reglamentará el procedimiento que deberán cum​plir los Municipios de quinta y sexta categoría, para la prestación del servicio de transporte escolar en dichos municipios. 
Artículo 4°. Vida útil vehículos. Los vehículos en los cuales se preste el servicio de transporte escolar, tendrán una vida útil que reglamentará el Ministerio de Transporte en un plazo no mayor a noventa (90) días posteriores a la entrada en vigencia de la presente ley. 
Artículo 5°. Transitorio. El Ministerio de Transporte reglamentará la transitoriedad en la aplicación de esta ley en un plazo no mayor a noventa (90) días posteriores a la entrada en vigencia de la presente ley. 
Artículo 6°. Responsabilidad disciplinaria. La inobservancia del cumplimiento de alguno de los plazos establecidos en los compromisos regulatorios que se han definido en esta ley, acarreará una falta grave en materia disciplinaria por parte de quien haya recibido la responsabilidad. 
Artículo 7°. Vigencia y derogatoria. La presente ley rige a partir de la fecha de su pu​blicación, deroga y modifica todas las disposiciones que le sean contrarias. 

El Presidente del honorable Senado de la República, 
Juan Manuel Corzo Román. 
El Secretario General del honorable Senado de la República, 
Emilio Ramón Otero Dajud. 
El Presidente de la honorable Cámara de Representantes, 

Simón Gaviria Muñoz. 
El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes, 
Jesús Alfonso Rodríguez Camargo.
Nota: Este documento fue tomado directamente de la versión PDF del Diario Oficial 48.486 del lunes 09 de julio del 2012 de la Imprenta Nacional (www.imprenta.gov.co)

� Artículo 2° del Decreto 521 de 2010.  


� Sentencia T-306 de 2011  





